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Señor 
JOSÉ ELÍAS VARGAS 
info@asemcol.com 

 
 
Referencia: Concepto 110.025.2023 

SIA-ATC. 012023000175 
1. De la vigilancia y control fiscal a la contratación pública 
2. De los aportes a la seguridad social por parte de los contratistas del Estado  
3. De los hallazgos de auditoría y sus alcances  
4. De la responsabilidad de los contratistas 
5. De la responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos 

 
 
Respetado señor Vargas: 
 
La Auditoría General de la República recibió su requerimiento contenido en correo electrónico del 
21 de febrero de 2023, radicado en la AGR en la misma fecha con el número 02331202300484 bajo 
el SIA-ATC. 012023000175, en el que consulta lo siguiente: 
 

«De acuerdo con la modificacion del acto legislativo en 2019, en la que hubo cambios singificativos 
para el control fiscal en Colombia, y en el que AGR, evalua la gestion de las Contralorias, agradeceria 
informacion en las siguientes inquietudes: 
 
1. Caso Uno: Segun la pagina 190 de la Guia V3 esta el sigiente pie de pagina: "ISSAI 400/13, ISSAI 4000 
(revisada)/24, ISSAI 4100/26.3, ISSAI 4200/32.3. Definición de regularidad: (Cumplimiento con los 
criterios formales, tales como leyes, regulaciones y convenios relevantes)". Hechos: Un auditor en un 
informe me auditoria determinó que en la ejecucion de un contrato de 3 meses de prestacion de 
servicios, el contrato se ejecuto sin dar cumplimiento a la Ley 80 de 1993 articulo 41, en especial con 
el cumplimiento del la ley 789 de 2002. De acuerdo con el siguiente caso: 
 
a. Según la ISSAI 4200/32.3 define regularidad como: cumplimiento de criterios formales, cumplir con 
las leyes, regulaciones y convenios relevantes. de acuerdo con este concepto. En el caso citado, el haber 
demostrado incumplimiento de los criterios formales (Ley 80 y Ley 789), estariamos ante un hallazgo 
administrativo con alcance discpliciplario? 
 
b. Para el caso de la contratacion en Colombia, esta situacion de imcumpliento de parte del contratista 
por haber omitido el pago de la seguridad social, implica que estaria incurso en responsabilidad 
disciplinaria, toda vez que cuando alguien contrata con el estado es Serdidor publico? 
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c. En Colombia mediante la Ley 1474 de 2011, definio la responsabilidad del Supervisor para realizar el 
control en el articulo 83 y 84, ademas de las que estan inmersas en el codigo disciplinario; la omision 
de su deber y haber permitido la ejecucion del citado contrato sin cumplir con la obligacion del pago 
de seguridad social, conlleva aque este implicado en una falta disciplinaria? 
 
d. Teniendo en cuenta los hechos relatados en el literal a, b y c, y que gozan de seguridad probatoria, 
porque se toman los datos de un informe final de Auditoria a una entidad publicado en la web oficial. 
sin embargo, al leer los hallazgos del informe final, estos no contienen connotacion disciplinaria, sino 
solo administrativa, frente a la ISSAI 4200/32.3 el auditor esta omitiendo el mandato de definir los 
hallazgos con alcance disciplinario? 
 
Caso 2: En la ejecucion de un contrato de prestacion de servicios profesionales por tiempo de 60 dias 
por valor de $30.000.000, lo que significa que el valor mensual fue de $15.000.000. dispone en la 
minuta que el contratista debe cumplir con el pago de seguridad social conforme a la norma, ahora 
bien, si la obligacion de pago IBC es del 40% del valor de pago mensual ($6.000.000), sin embargo, el 
contratista paga la seguridad social por valor menor a ($2.500.000). con respecto a estos hechos 
Pregunto: 
 
a. La ley (80 de 1993, aticulo 2 numeral "2o. Se denominan servidores públicos: a) Las personas 
naturales que prestan sus servicios dependientes a los organismos y entidades de que trata este 
artículo,..." , La persona natural por haber incumplido un deber formal, esta en curso en falta 
disciplinaria? 
 
b. En Colombia mediante la Ley 1474 de 2011, definio la responsabilidad del Supervisor para realizar el 
control en el articulo 83 y 84, ademas de las que estan inmersas en el codigo disciplinario; la omision 
de su deber y haber aprobado el cumplimiento del abligacion de pago de seguridad social por menor 
valor conforme a la norma, la ejecucion del citado contrato sin cumplir con la obligacion del pago de 
seguridad social, conlleva aque este implicado en una falta disciplinaria?» (sic) 

 
Antes de proceder a dar respuesta a lo planteado, debemos indicar que, teniendo en cuenta las 
funciones constitucionales y legales asignadas a la Auditoría General de la República, no puede este 
ente de control tener injerencia en la toma de decisiones que sean de competencia de las entidades 
vigiladas (contralorías y fondos de bienestar social de las mismas) o de sus sujetos de vigilancia, dado 
que no le es posible coadministrar o ser juez y parte. Por tanto, nos abstenemos de emitir conceptos 
sobre asuntos o situaciones individuales o concretas que puedan llegar a ser sometidos a vigilancia, 
por lo cual, se abordará el tema de manera general y abstracta. 
 
Respecto a la función de la AGR, el sentido, alcance, delimitación y competencia del ejercicio del 
control fiscal, la Corte Constitucional se pronunció entre otras en la Sentencia C-1176 de 2004, 
señalando: 
 

«Por disposición constitucional, la vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República 
le corresponde a la Auditoria, sin que por tal circunstancia, ésta pueda convertirse en ente superior 
de aquella en cuanto al direccionamiento de la vigilancia y control fiscal, pues la atribución 
constitucional conferida a la Auditoria solo se restringe a la vigilancia de la gestión fiscal de la 
Contraloría General, según así lo precisa la propia Constitución (…).» (Negrilla fuera de texto).  
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Así mismo, le indicamos que de conformidad con el numeral 3 del artículo 18 del Decreto-Ley 272 
de 2000 «Por el cual se determina la organización y funcionamiento de la Auditoría General de la 
República», es función de la Oficina Jurídica «Emitir los conceptos jurídicos sobre temas de control 
fiscal y administrativos que le sean solicitados por el Auditor General o los requeridos por las demás 
dependencias del organismo», los cuales abordan los temas de manera general y abstracta, sin que 
tengan el carácter de fuente normativa, buscando solamente orientar y facilitar la aplicación 
normativa jurídica, más no la solución directa al problema jurídico planteado, por lo tanto, no son 
de obligatorio cumplimiento o ejecución. 
 
Este Despacho para brindar elementos de juicio que contribuyan al debate académico y permitan al 
consultante dilucidar la problemática planteada traerá a colación las normas, jurisprudencia y 
doctrina referentes que se encuentra al alcance de todos, exponiendo algunas consideraciones 
jurídicas, para así emitir concepto de manera general y abstracta abordando los siguientes temas: i) 
De la vigilancia y control fiscal a la contratación pública; ii) De los aportes a la seguridad social por 
parte de los contratistas del Estado; iii) De los hallazgos de auditoría y sus alcances; iv) De la 
responsabilidad de los contratistas; v) De la responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos. 
 

1. De la vigilancia y control fiscal a la contratación pública 
 
La Ley 80 de 1993 «Por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública», establece el control fiscal a la contratación pública así: 
 

«Artículo 65. De la intervención de las autoridades que ejercen control fiscal. La intervención de las 
autoridades de control fiscal se ejercerá una vez agotados los trámites administrativos de legalización 
de los contratos. Igualmente se ejercerá control posterior a las cuentas correspondientes a los pagos 
originados en los mismos, para verificar que éstos se ajustaron a las disposiciones legales.  
 
Una vez liquidados o terminados los contratos, según el caso, la vigilancia fiscal incluirá un control 
financiero, de gestión y de resultados, fundados en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración 
de los costos ambientales.  
 
El control previo administrativo de los contratos le corresponde a las oficinas de control interno.  
 
Las autoridades de control fiscal pueden exigir informes sobre su gestión contractual a los servidores 
públicos de cualquier orden.» 

 
La Corte Constitucional en la sentencia C-623 del 25 de agosto de 1999 al resolver la demanda de 
inconstitucionalidad del artículo 65 de la Ley 80 de 1993, estableció: 
 

«Pues bien: el control fiscal sobre la actividad contractual de la administración pública, según la 
disposición acusada, tiene lugar en dos momentos distintos: 1. una vez concluidos los trámites 
administrativos de legalización de los contratos, es decir, cuando se ha perfeccionado el acuerdo de 
voluntades, para vigilar la gestión fiscal de la administración y, en general, el cumplimiento de las 
normas y principios que rigen la contratación estatal. Igualmente, se deberá ejercer control posterior 
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sobre las cuentas y pagos derivados del contrato, y 2. una vez liquidados o terminados los contratos, 
para ejercer un control financiero, de gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la 
equidad y la valoración de los costos ambientales. (Subrayado del texto) 
 
Siendo así, es claro que el ejercicio del control fiscal sobre los contratos estatales, comienza desde el 
mismo momento en que la administración culmina todos los trámites administrativos de legalización 
de los mismos, es decir, cuando aquéllos han quedado perfeccionados, pues es a partir de allí cuando 
tales actos nacen a la vida jurídica y, por tanto, es viable el control posterior, como lo ordena la 
Constitución. Si se permitiera la intervención de las autoridades fiscales antes del perfeccionamiento 
del contrato, podría incurrirse en el mismo vicio que el constituyente quiso acabar: la coadministración. 
Las Contralorías, como ya lo ha expresado la Corte, no pueden “participar en el proceso de contratación. 
Su función empieza justamente cuando la Administración culmina la suya, esto es, cuando ha adoptado 
ya sus decisiones”, y mucho menos, “interferir ni invadir la órbita de competencias propiamente 
administrativas ni asumir una responsabilidad coadministradora que la Constitución no ha previsto.” 
(…) 
Que el control fiscal se pueda ejercer también sobre los contratos liquidados o terminados no viola el 
Ordenamiento Superior pues, como ya se ha explicado, la función fiscalizadora que el constituyente le 
ha atribuido a las Contralorías no es sólo la de vigilar la gestión fiscal de las entidades públicas y de los 
particulares que manejan fondos o bienes públicos, en forma posterior y selectiva, esto es, cuando los 
procesos u operaciones respectivos se han ejecutado, sino también evaluar los resultados obtenidos 
con el gasto o la inversión, como claramente se señala en los artículos 267 y 272, para lo cual deberán 
aplicarse los procedimientos, métodos y principios que establece la ley (42/93)  
 
El control fiscal sobre los contratos liquidados o terminados tiene trascendental importancia ya que 
permite analizar aspectos como éstos: determinar y calificar el grado de economía y eficiencia con que 
la administración ha obrado, el cumplimiento de las obligaciones contractuales, (…). Es deber suyo, 
además, promover las investigaciones penales y disciplinarias contra quienes hayan causado perjuicio 
a los intereses patrimoniales del Estado. 
 
En síntesis: el control fiscal sobre los contratos estatales se ejerce a partir de su perfeccionamiento, 
durante todo el proceso de ejecución, y después de su liquidación o terminación.» 

 
En la sentencia C-648 del 13 de agosto de 2002 además de hacer referencia a la providencia 
relacionada anteriormente, estableció: 
 

«Sobre el particular debe señalarse, como ya lo ha expresado la Corte, que efectivamente las 
Contralorías no pueden participar en el proceso de contratación, puesto que su función empieza 
justamente cuando la Administración culmina la suya, esto es, cuando ha adoptado ya sus decisiones. 
Tampoco pueden interferir ni invadir la órbita de competencias propiamente administrativas ni asumir 
una responsabilidad coadministradora, lo cual está prohibido expresamente por la Carta Política al 
señalar en el artículo 267 que la Contraloría no tendrá funciones administrativas distintas de las 
inherentes a su propia organización. De esta forma, al excluir la intervención de las autoridades fiscales 
antes del perfeccionamiento del contrato, se evita que se incurra en el mismo vicio que el constituyente 
quiso acabar: la coadministración. 
 
Sin embargo, esta circunstancia no sirve de argumento para alegar la improcedencia del control fiscal 
sobre los contratos estatales, el cual, por el contrario, bien podrá ejercerse cuando la administración 
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culmina todos los trámites administrativos de legalización del contrato, sin que esta actuación 
desnaturalice la función a cargo de las contralorías ni vulnere los parámetros constitucionales sobre 
estos tópicos. Por consiguiente, el perfeccionamiento del contrato es el momento a partir del cual tales 
actos nacen a la vida jurídica y pueden ser objeto del control posterior, como lo ordena la Constitución 
(art. 267) y lo ha reconocido esta Corporación. 
(…) 
Entonces, como lo expresó la Corte, el control fiscal puede ejercerse en dos momentos distintos: una 
vez concluidos los trámites administrativos de legalización de los contratos, para vigilar la gestión fiscal 
de la administración y el cumplimiento de las normas y principios que rigen la contratación estatal, o 
una vez liquidados o terminados los contratos, para ejercer un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales.» 
 

Se tiene entonces que, el control fiscal a la contratación pública se puede efectuar en tres 
momentos: i) una vez legalizado el contrato (se efectúa sobre la etapa precontractual); ii) a cada uno 
de los pagos efectuados (efectuando un control financiero); y iii) una vez finalizada la ejecución y 
efectuada la liquidación -de ser procedente- (efectuando un control integral financiero, de gestión y 
de resultados). 
 
La Ley 42 de 1993 «Sobre la organización del sistema de control fiscal financiero y los organismos 
que lo ejercen» establece respecto a los sistemas de control fiscal: 
 

«Artículo 9º. Para el ejercicio del control fiscal se podrán aplicar sistemas de control como el financiero, 
de legalidad, de gestión, de resultados, la revisión de cuentas y la evaluación del control interno, de 
acuerdo con lo previsto en los artículos siguientes. 
 
Parágrafo. Otros sistemas de control, que impliquen mayor tecnología, eficiencia y seguridad, podrán 
ser adoptados por la Contraloría General de la República, mediante reglamento especial.» 
 
«Artículo 11. El control de legalidad es la comprobación que se hace de las operaciones financieras, 
administrativas, económicas y de otra índole de una entidad para establecer que se hayan realizado 

conforme a las normas que le son aplicables.» 1 

 

Se tiene entonces que, dentro de los sistemas aplicables al control fiscal se encuentra el control de 
legalidad que no es más que la comprobación de que los hechos o actividades adelantadas por la 
entidad pública o el particular que maneje o administre fondos públicos, se hayan realizado 
cumpliendo las normas tanto legales como reglamentarias al respecto. 
 

2. De los aportes al sistema de seguridad social integral – SSSI por parte de los contratistas 
del Estado 

 
La Ley 789 de 2002 «Por la cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar la protección 

 
1 Normas objeto de reviviscencia por la Corte Constitucional en sentencia C-237 de 2022 ante la declaratoria de 
inconstitucionalidad de los artículos 45 a 52 del Decreto Ley 403 de 2020 «Por el cual se dictan normas para la correcta 
implementación del Acto Legislativo 04 de 2019 y el fortalecimiento del control fiscal». 
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social y se modifican algunos artículos del Código Sustantivo de Trabajo» determina: 
 

«Artículo 50. Control a la evasión de los recursos parafiscales. La celebración, renovación o liquidación 
por parte de un particular, de contratos de cualquier naturaleza con Entidades del sector público, 
requerirá para el efecto, del cumplimiento por parte del contratista de sus obligaciones con los 
sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a las Cajas de Compensación Familiar, 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de Aprendizaje, cuando a ello haya 
lugar. Las Entidades públicas en el momento de liquidar los contratos deberán verificar y dejar 
constancia del cumplimiento de las obligaciones del contratista frente a los aportes mencionados 
durante toda su vigencia, estableciendo una correcta relación entre el monto cancelado y las sumas 
que debieron haber sido cotizadas.  
 
(…) 
 
Parágrafo 4°. Para efectos de verificar el cumplimiento de lo señalado en el presente artículo, las 
entidades verificarán mediante la herramienta tecnológica que ponga a disposición el Ministerio de 
Salud y Protección Social, el pago de los aportes al Sistema General de Seguridad Social. En 
consecuencia, no habrá lugar a exigir a los contratistas de prestación de servicios suscritos con personas 
naturales la presentación de la planilla en físico» (Resaltamos en negrilla) 

 
La Ley 1150 de 2007 «Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia 
en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la contratación con Recursos 
Públicos» en su artículo 23 que modifica el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, señala: 
 

«Artículo 23. De los aportes al sistema de seguridad social. El inciso segundo y el parágrafo 1º del 
artículo 41 de la Ley 80 quedarán así: 
 
“Artículo 41. 
(…) 
Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía y de la existencia de las disponibilidades 
presupuestales correspondientes, salvo que se trate de la contratación con recursos de vigencias 
fiscales futuras de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del presupuesto. El proponente y el 
contratista deberán acreditar que se encuentran al día en el pago de aportes parafiscales relativos al 
Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas de Compensación 
Familiar, cuando corresponda. 
 
Parágrafo 1º. El requisito establecido en la parte final del inciso segundo de este artículo, deberá 
acreditarse para la realización de cada pago derivado del contrato estatal. 
 
El servidor público que sin justa causa no verifique el pago de los aportes a que se refiere el presente 
artículo, incurrirá en causal de mala conducta, que será sancionada con arreglo al régimen 
disciplinario vigente.» (Resaltamos en negrilla) 

 
La Ley 789 de 2002 establece tres momentos del proceso contractual en que se debe verificar el 
pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral: i) a la celebración (suscripción); ii) a la 
renovación (cuando sea el caso); y iii) a la liquidación (cuando ésta sea procedente).  
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Adicional a lo anterior, con la modificación a la Ley 80 de 1993 introducida por la Ley 1150 de 2007, 
se establece otro momento en que se debe cumplir este requisito: para cada pago que se efectúe 
del contrato. 
 
En cuanto a la afiliación al sistema de pensiones y su ingreso base de cotización, la Ley 100 de 1993 
«Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones», establece 
lo siguiente anotando que los artículos 18 y 19 fueron modificados por los artículos 5º y 6º de la Ley 
797 de 2003 «Por la cual se reforman algunas disposiciones del sistema general de pensiones 
previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones sobre los Regímenes Pensionales 
exceptuados y especiales» respectivamente:  
  

«Artículo 15. Afiliados. Serán afiliados al Sistema General de Pensiones:  
 
1. En forma obligatoria: Todas aquellas personas vinculadas mediante contrato de trabajo o como 
servidores públicos. Así mismo, las personas naturales que presten directamente servicios al Estado o 
a las entidades o empresas del sector privado, bajo la modalidad de contratos de prestación de 
servicios, o cualquier otra modalidad de servicios que adopten, los trabajadores independientes y los 
grupos de población que por sus características o condiciones socioeconómicas sean elegidos para ser 
beneficiarios de subsidios a través del Fondo de Solidaridad Pensional, de acuerdo con las 
disponibilidades presupuestales.   
(…) 
Parágrafo 1º. En el caso de los trabajadores independientes se aplicarán los siguientes principios:   
 
a) El ingreso base de cotización no podrá ser inferior al salario mínimo y deberá guardar 
correspondencia con los ingresos efectivamente percibidos por el afiliado. De tal manera que aquellos 
que posean capacidad económica suficiente, efectúen los aportes de solidaridad previstos en esta ley;  
(…) » 
 
«Artículo 17. Obligatoriedad de las Cotizaciones. Durante la vigencia de la relación laboral y del contrato 
de prestación de servicios, deberán efectuarse cotizaciones obligatorias a los regímenes del sistema 
general de pensiones por parte de los afiliados, los empleadores y contratistas con base en el salario o 
ingresos por prestación de servicios que aquellos devenguen.  
(…) 
 
Artículo 18. Base de cotización. La base para calcular las cotizaciones a que hace referencia el artículo 
anterior, será el salario mensual. 
(…) 
Parágrafo 1º. En aquellos casos en los cuales el afiliado perciba salario de dos o más empleadores, o 
ingresos como trabajador independiente o por prestación de servicios como contratista, en un mismo 
período de tiempo, las cotizaciones correspondientes serán efectuadas en forma proporcional al 
salario, o ingreso devengado de cada uno de ellos, y estas se acumularán para todos los efectos de esta 
ley sin exceder el tope legal. Para estos efectos, será necesario que las cotizaciones al sistema de salud 
se hagan sobre la misma base. 
 
Artículo 19. Base de cotización de los trabajadores independientes. Los afiliados al sistema que no estén 
vinculados mediante contrato de trabajo, contrato de prestación de servicios o como servidores 
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públicos, cotizarán sobre los ingresos que declaren ante la entidad a la cual se afilien, guardando 
correspondencia con los ingresos efectivamente percibidos.» 

 
El Decreto-Ley 1295 de 1994 «Por el cual se determina la organización y administración del Sistema 
General de Riesgos Profesionales», determina: 
 

«Artículo 17. Base de cotización. La base para calcular las cotizaciones del Sistema General de Riesgos 
Profesionales, es la misma determinada para el Sistema General de Pensiones, establecida en los 
artículos 18 y 19 de la Ley 100 de 1993 y sus decretos reglamentarios.» 

 
La Ley 1393 de 2010 «Por la cual se definen rentas de destinación específica para la salud, se adoptan 
medidas para promover actividades generadoras de recursos para la salud, para evitar la evasión y 
la elusión de aportes a la salud, se redireccionan recursos al interior del sistema de salud y se dictan 
otras disposiciones», establece: 
 

«Artículo 33. Las cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud deben hacerse sobre la 
misma base de las cotizaciones efectuadas al Sistema de Riesgos Profesionales y de las realizadas al 
{Sistema General de Pensiones. Para afiliar a un trabajador, contratista o a cualquier persona obligada 
a cotizar al Sistema de Riesgos Profesionales debe demostrarse que se encuentra cotizando a los 
Sistemas Generales de Seguridad Social en Salud y de Pensiones. 
 
Cuando en virtud de la normativa vigente una persona no esté obligada a afiliarse y cotizar al Sistema 
General de Riesgos Profesionales, tales como pensionados y trabajadores independientes, no se 
aplicará lo previsto en el presente artículo.» 

 
Respecto del ingreso base de cotización IBC, la Ley 2277 de 2022 «Por medio de la cual se adopta 
una reforma tributaria para la igualdad y la justicia social y se dictan otras disposiciones», establece: 
 

«Artículo 89. Ingreso base de cotización (IBC) de los independientes. Los independientes por cuenta 
propia y los trabajadores independientes con contratos diferentes a prestación de servicios personales 
con ingresos netos mensuales iguales o superiores a un (1) salario mínimo legal mensual vigente 
(smlmv) efectuarán su cotización mes vencido, sobre una base mínima de cotización del cuarenta por 
ciento (40%) del valor mensual de los ingresos causados para quienes están obligados a llevar 
contabilidad, o los efectivamente percibidos para los que no tienen dicha obligación, sin incluir el valor 
del Impuesto sobre las Ventas (IVA).  
 
Sin perjuicio de lo anterior, quienes no están obligados a llevar contabilidad y decidan llevarla en debida 
forma, podrán tomar como ingresos para determinar la base de cotización el valor causado o el 
efectivamente percibido. En estos casos será procedente la imputación de costos y deducciones 
siempre que se cumplan los criterios determinados en el artículo 107 del Estatuto Tributario y sin 
exceder los valores incluidos en la declaración de renta de la respectiva vigencia.  
 
Los trabajadores independientes con ingresos netos mensuales iguales o superiores a un (1) salario 
mínimo legal mensual vigente (smlmv) que celebren contratos de prestación de servicios personales, 
cotizarán mes vencido al Sistema de Seguridad Social Integral, sobre una base mínima del cuarenta por 
ciento (40%) del valor mensualizado del contrato, sin incluir el valor del Impuesto sobre las Ventas (IVA).  
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Cuando las personas objeto de la aplicación de la presente ley perciban ingresos de forma simultánea 
provenientes de la ejecución de varias actividades o contratos, las cotizaciones correspondientes serán 
efectuadas por cada uno de los ingresos percibidos de conformidad con la normatividad aplicable.  
 
Parágrafo 1°. Para efectos de la determinación del ingreso base de cotización de los trabajadores 
independientes por cuenta propia y para quienes celebren contratos diferentes de prestación de 
servicios personales que impliquen subcontratación y/o compra de insumos o expensas, la U.A.E. 
Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales -UGPP deberá, atendiendo a los datos estadísticos 
producidos por la U.A.E. Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), por el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE), por el Banco de la República, por la Superintendencia 
de Sociedades u otras entidades cuyas estadísticas fueren aplicables, determinar un esquema de 
presunción de costos.  
 
No obstante, lo anterior, los obligados podrán establecer costos diferentes de los definidos por el 
esquema de presunción de costos de la UGPP, siempre y cuando cuenten con los documentos que 
soporten los costos y deducciones, los cuales deben cumplir con los requisitos establecidos en el 
artículo 107 del Estatuto Tributario y demás normas que regulen las exigencias para la validez de dichos 
documentos.  
 
Parágrafo 2°. La UGPP podrá aplicar el esquema de presunción previsto en el parágrafo anterior a los 
procesos de fiscalización en curso y a los que se inicien respecto de cualquier vigencia fiscal y a los que, 
siendo procedente y sin requerir el consentimiento previo, estén o llegaren a estar en trámite de 
resolver a través de revocación directa y no dispongan de una situación jurídica consolidada por pago.»  

 
De la normatividad transcrita podemos concluir que hay dos tipos de trabajadores independientes 
vinculados a la administración pública mediante contrato: i) aquellos que se encuentran vinculados 
con contrato de prestación de servicios; y ii) aquellos vinculados con contrato diferente al de 
prestación de servicios. 
 
Para los primeros, vinculados mediante contrato de prestación de servicios, el Ingreso Base de 
Cotización – IBC al sistema de seguridad social integral -SSSI-, será de mínimo el 40% del valor 
mensual del contrato descontado el IVA cuando sea procedente; en tanto que, para los segundos, 
los vinculados por contrato diferente al de prestación de servicios, el IBC será sobre una base mínima 
del 40% del valor mensual una vez descontado el IVA cuando estén obligados a llevar contabilidad o 
sobre lo efectivamente percibido una vez descontado IVA para los no obligados, pudiendo en ambos 
casos disminuirse por los costos y gastos en que se incurra cumpliendo los requisitos del artículo 107 
del Estatuto Tributario o por los costos presuntos del Decreto 1901 de 2022. 
 
Para finalizar sobre el tema, debemos anotar que el Decreto 780 de 2016 establece la causación de 
intereses por la mora en el pago de los aportes, así: 
 

«Artículo 3.2.4.7 Causación de intereses de mora. Los intereses de mora, se generarán a partir de la 
fecha de vencimiento del plazo para efectuar el pago de los aportes, salvo que el trabajador 
independiente realice este pago a través de entidades autorizadas por la ley para realizar el pago en su 
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nombre, caso en el cual los intereses de mora se causarán teniendo en cuenta la fecha de vencimiento 
de los pagos de la entidad que realiza los aportes por cuenta del trabajador independiente.  
 
(Artículo 7° del Decreto 3085 de 2007)» 

 
En todo caso, respecto de este asunto, debido a los cambios en la normatividad, es necesario que 
tanto el contratista obligado como el servidor público encargado de la verificación del cumplimiento 
del aporte, verifiquen la normatividad vigente para el momento de la obligación respecto de cada 
contrato. 
 

3. De los hallazgos de auditoría y sus alcances 
 
La «Guía de Auditoría Territorial en el Marco de las Normas Internacionales - ISSAI – GAT Versión 
3.0» (octubre 2022), establece respecto del hallazgo fiscal: 
 

«1.3.3.6 Mesas de trabajo 
(…) 
Tanto la evaluación y análisis para determinación de las observaciones que harán parte del informe 
preliminar, como la evaluación y calificación de los hallazgos para el informe definitivo, requerirán de 
mesa de trabajo 
 
1.3.3.7 Estructuración y tratamiento de observaciones y/o hallazgos 
 
La observación y/o hallazgo de auditoría es un hecho relevante que se constituye en un resultado 
determinante en la evaluación de un asunto en particular, al comparar la condición (Situación detectada 
- Ser) con el criterio (Deber ser). Igualmente, es una situación determinada al aplicar pruebas de 
auditoría que se complementará estableciendo sus causas y efectos. 
 
En las Contralorías Territoriales los hechos constitutivos de posibles irregularidades son identificados 
con el término “observaciones de auditoría” e inicialmente se presentan como tales en el informe 
preliminar. Una vez evaluada la respuesta o descargos presentados por el sujeto de vigilancia y control 
y valorado y validado en mesa de trabajo, se configurarán como “hallazgo” y bajo esa denominación 
serán incorporados al informe definitivo. En caso de que una observación sea desvirtuada en mesa de 
trabajo, será retirada del informe. 
 
Todas las observaciones y/o hallazgos determinados por la Contraloría Territorial son administrativos, 
sin perjuicio de sus posibles incidencias fiscales, penales, disciplinarios o de otra índole, 
correspondientes a todas aquellas situaciones que hagan ineficaz, ineficiente, inequitativa, 
antieconómica o insostenible ambientalmente la actuación del auditado o que vulneren la 
Constitución, la Ley y/o la normatividad reglamentaria. También, aquellas que impacten la gestión y el 
resultado del auditado (efecto). 
(…) 
La evidencia que sustenta una observación y/o hallazgo debe estar disponible y desarrollada en una 
forma lógica, clara, precisa y objetiva, en la que se pueda observar una narración coherente de los 
hechos consignados en los papeles de trabajo. 
(…) 
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Trasladar o hacer entrega del hallazgo al funcionario o entidad competente 
 
Una vez comunicado el informe de auditoría, los hallazgos con incidencia fiscal, disciplinaria, penal o 
de otra connotación serán trasladados por el funcionario correspondiente a las autoridades 
competentes, dentro del término establecido por cada Contraloría Territorial. Los hallazgos con 
incidencia fiscal serán trasladados en el formato Modelo 07-PF Traslado de hallazgos fiscales; los 
disciplinarios, penales y otras connotaciones serán trasladados mediante comunicación escrita suscrita 
por el Contralor Territorial o por quien este delegue. 
(…) 
GLOSARIO 
(…) 
Hallazgo de Auditoría  

Es un hecho relevante que se constituye en un resultado determinante en la evaluación de un 
asunto en particular, al comparar la condición [situación detectada] con el criterio [deber ser]. 
Igualmente, es una situación determinada al aplicar pruebas de auditoría que se complementara 
estableciendo sus causas y efectos.  

Hallazgo administrativo  
Hecho que demuestra que la gestión fiscal de un sujeto de control, no se está desarrollando de 
acuerdo con los principios generales establecidos.  

Hallazgo con impacto disciplinario  
Hallazgo administrativo donde se configura que los servidores Públicos o los particulares que 
transitoriamente ejerzan funciones Públicas, han incurrido en alguna conducta que la 
legislación tipifica como falta disciplinaria.» (Resaltamos en negrilla) 

 
Es así como el hallazgo de auditoría con connotación disciplinaria se refiere a aquel hecho 
encontrado en el ejercicio de vigilancia fiscal, que conlleva presuntamente una conducta tipificada 
como falta disciplinaria en la normatividad respectiva, lo cual se determina de manera preliminar 
por el auditor encargado y validada en mesa de trabajo por el equipo auditor respectivo.  
 

4. De la responsabilidad de los contratistas 
 
La Corte Constitucional en la sentencia C-563 del 7 de octubre de 1998 respecto al contratista 
determinó: 
 

«3.3. Los contratistas, conforme a dicho estatuto, son las personas naturales o jurídicas, privadas o 
públicas, que asumen la ejecución de una labor o actividad, o que deben asumir la realización de una 
determinada prestación, según las especificidades del objeto del contrato, a cambio de una 
contraprestación. 
(…) 
Los contratistas, como sujetos particulares, no pierden su calidad de tales porque su vinculación jurídica 
a la entidad estatal no les confiere una investidura pública, pues si bien por el contrato reciben el 
encargo de realizar una actividad o prestación de interés o utilidad pública, con autonomía y cierta 
libertad operativa frente al organismo contratante, ello no conlleva de suyo el ejercicio de una función 
pública. 
 
Lo anterior es evidente, si se observa que el propósito de la entidad estatal no es el de transferir 
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funciones públicas a los contratistas, las cuales conserva, sino la de conseguir la ejecución práctica del 
objeto contractual, en aras de realizar materialmente los cometidos públicos a ella asignados. Por lo 
tanto, por ejemplo, en el contrato de obra pública el contratista no es receptor de una función pública, 
su labor que es estrictamente material y no jurídica, se reduce a construir o reparar la obra pública que 
requiere el ente estatal para el alcanzar los fines que le son propios. Lo mismo puede predicarse, por 
regla general, cuando se trata de la realización de otros objetos contractuales (suministro de bienes y 
servicios, compraventa de bienes muebles, etc.). 
 
En las circunstancias descritas, el contratista se constituye en un colaborador o instrumento de la 
entidad estatal para la realización de actividades o prestaciones que interesan a los fines públicos, pero 
no en un delegatario o depositario de sus funciones. 
 
Sin embargo, conviene advertir que el contrato excepcionalmente puede constituir una forma, 
autorizada por la ley, de atribuir funciones públicas a un particular; ello acontece cuando la labor del 
contratista no se traduce y se agota con la simple ejecución material de una labor o prestación 
específicas, sino en el desarrollo de cometidos estatales que comportan la asunción de prerrogativas 
propias del poder público, como ocurre en los casos en que adquiere el carácter de concesionario, o 
administrador delegado o se le encomienda  la prestación de un servicio público a cargo del Estado, o 
el recaudo de caudales o el manejo de bienes públicos, etc. 
 
En consecuencia, cuando el particular es titular de funciones públicas, correlativamente asume las 
consiguientes responsabilidades públicas, con todas las consecuencias que ella conlleva, en los 
aspectos civiles y penales, e incluso disciplinarios, según lo disponga el legislador. 
(…) 
Ahora bien: en contra de lo afirmado por el demandante, es claro que a dichos sujetos no se les está 
elevando a la categoría de servidores públicos, ni desconociendo su condición de particulares. 
Simplemente el legislador, como autoridad competente para definir la política criminal, ha considerado 
que la responsabilidad penal de las personas con las cuales el Estado ha celebrado contratos para 
desarrollar una obra o cometido determinados, debe ser igual a la de los miembros de las corporaciones 
públicas, los empleados y trabajadores del Estado, o la de funcionarios al servicio de entidades 
descentralizadas territorialmente y por servicios. Tal tratamiento que, se insiste, no implica convertir al 
particular en un servidor público, tiene una justificación objetiva y razonable, pues pretende garantizar 
que los fines que se persiguen con la contratación administrativa y los principios constitucionales que 
rigen todos los actos de la administración, se cumplan a cabalidad, sin que sean menguados o 
interferidos por alguien que, en principio, no está vinculado por ellos. 
(…) 
Algo más: es conveniente precisar y reiterar que el artículo demandado asimila la conducta del 
particular a la de un servidor público sólo para efectos penales; otro tipo de responsabilidad derivada 
de la actuación oficial, como la disciplinaria, se continúa predicando con exclusividad de los 
funcionarios, que tienen con el Estado una relación legal y reglamentaria. 
 
Sobre el punto la Corte ha insistido repetidamente que el régimen disciplinario no puede ser aplicado 
a los particulares que prestan sus servicios al Estado, pues en esos casos no se presenta una relación 
de sujeción o supremacía entre la Administración y la aludida persona.  Este régimen, sólo puede ser 
aplicado a los servidores públicos, porque la posición de éstos "en el aparato estatal, como ente físico 
que actualiza la tarea del Estado, comporta una serie de obvias obligaciones especiales de aquel con 
éste, llamadas a mantener el orden interno de la organización y el logro de los objetivos estatales.  Así 
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las cosas, un elemento esencial que define al destinatario de la potestad disciplinaria es la existencia de 
una subordinación del servidor público para con el Estado".» (Cursiva propia del texto) 

 
Ley 80 de 1993 sobre los deberes y responsabilidades de los contratistas, establece: 
 

«Artículo 5º. De los derechos y deberes de los contratistas. Para la realización de los fines de que trata 
el artículo 3º de esta ley, los contratistas: 
(…) 
2º. Colaborarán con las entidades contratantes en lo que sea necesario para que el objeto contratado 
se cumpla y que éste sea de la mejor calidad; acatarán las ordenes que durante el desarrollo del 
contrato ellas les impartan y, de manera general, obrarán con lealtad y buena fe en las distintas etapas 
contractuales, evitando las dilaciones y entrabamientos que pudieran presentarse. 
(…)» 
 
«Artículo 41. Del perfeccionamiento del contrato. Los contratos del Estado se perfeccionan cuando se 
logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito.  
 
Para la ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía y de la existencia de las disponibilidades 
presupuestales correspondientes, salvo que se trate de la contratación con recursos de vigencias 
fiscales futuras de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del presupuesto. El proponente y el 
contratista deberán acreditar que se encuentran al día en el pago de aportes parafiscales relativos al 
Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas de Compensación 
Familiar, cuando corresponda. 
(…) 
Parágrafo 1º. El requisito establecido en la parte final del inciso segundo de este artículo, deberá 
acreditarse para la realización de cada pago derivado del contrato estatal.  
 
El servidor público que sin justa causa no verifique el pago de los aportes a que se refiere el presente 
artículo, incurrirá en causal de mala conducta, que será sancionada con arreglo al régimen 
disciplinario vigente. (…) (Negrilla fuera de texto)» 
 
«Artículo 52. De la responsabilidad de los contratistas. Los contratistas responderán civil y penalmente 
por sus acciones y omisiones en la actuación contractual en los términos de la ley.  
 
Los consorcios y uniones temporales responderán por las acciones y omisiones de sus integrantes, en 
los términos del artículo 7º de esta ley.  
 
Artículo 53. De la responsabilidad de los consultores, interventores y asesores. Los consultores y 
asesores externos responderán civil, fiscal, penal y disciplinariamente tanto por el cumplimiento de las 
obligaciones derivadas del contrato de consultoría o asesoría, celebrado por ellos, como por los hechos 
u omisiones que les fueren imputables constitutivos de incumplimiento de las obligaciones 
correspondientes a tales contratos y que causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la 
celebración y ejecución de contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las actividades de 
consultoría o asesoría incluyendo la etapa de liquidación de los mismos.  
 
Por su parte, los interventores, responderán civil, fiscal, penal y disciplinariamente, tanto por el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de interventoría, como por los hechos u 
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omisiones que le sean imputables y causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la celebración 
y ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las funciones de 
interventoría, incluyendo la etapa de liquidación de los mismos siempre y cuando tales perjuicios 
provengan del incumplimiento o responsabilidad directa, por parte del interventor, de las obligaciones 
que a este le correspondan conforme con el contrato de interventoría.» 
 
«Artículo 56. De la responsabilidad penal de los particulares que intervienen en la contratación estatal. 
Para efectos penales, el contratista, el interventor, el consultor y el asesor se consideran particulares 
que cumplen funciones públicas en todo lo concerniente a la celebración, ejecución y liquidación de los 
contratos que celebren con las entidades estatales y, por lo tanto, estarán sujetos a la responsabilidad 
que en esa materia señala la ley para los servidores públicos.» 

 
El contratista como persona natural de carácter particular coadyuva al Estado en la consecución de 
sus fines mediante la ejecución del respectivo objeto contractual bajo las condiciones allí 
establecidas y cumpliendo además con las obligaciones acordadas y/o aceptadas; de ahí que el 
incumplimiento en dichas obligaciones le traiga como consecuencia las respectivas 
responsabilidades civiles y penales, así como también disciplinarias cuando por la ejecución del 
objeto contractual deban cumplir funciones públicas. 
 

5. De la responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos 
 
A manera meramente informativa puesto que la AGR no es la entidad competente para 
conceptualizar sobre la responsabilidad disciplinaria de los servidores públicos, anotamos varias 
disposiciones legales referentes, a los deberes y prohibiciones que consideramos tienen relación con 
el tema del presente concepto cual es el pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral 
por parte de los contratistas del Estado y su seguimiento por parte del servidor público: 
 
Ley 1952 de 2019 «Por medio de la cual se expide el Código General Disciplinario, se derogan la Ley 
734 de 2002 y algunas disposiciones de la Ley 1474 de 2011, relacionadas con el derecho 
disciplinario», establece: 
 

«Artículo 38. Deberes. Son deberes de todo servidor público:  
 
1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitu-ción, los tratados de derechos 
humanos y derecho internacional huma-nitario, los demás ratificados por el Congreso, las leyes, los 
decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los 
reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones 
colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por funcionario competente. 
(…)» 
25. Denunciar los delitos, contravenciones y faltas disciplinarias de los cuales tuviere conocimiento, 
salvo las excepciones de ley. 
(…)» (Resaltamos en negrilla) 
 
«Artículo 39. Prohibiciones. A todo servidor público le está prohibido:  
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1. Incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar las fun-ciones contenidas en la 
Constitución, los Tratados Internacionales ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las 
ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los 
manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas y los 
contratos de trabajo. 
(…)» 
 
«Artículo 54. Faltas relacionadas con la Contratación Pública. 
(…)   
7. Omitir, el supervisor o el interventor, el deber de informar a la entidad contratante los hechos o 
circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles, o que 
puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando se presente el 
incumplimiento.» 
 
«Artículo 70. Sujetos disciplinables. El presente régimen se aplica a los particulares que ejerzan 
funciones públicas de manera permanente o transitoria; que administren recursos públicos; que 
cumplan labores de interventoría o supervisión en los contratos estatales y a los auxiliares de la justicia.  
(…) 
Se entiende que ejerce función pública aquel particular que, por disposición legal, acto administrativo, 
convenio o contrato, desarrolle o realice prerrogativas exclusivas de los órganos del Estado. (…)» 
 
«Artículo 72. Sujetos y faltas gravísimas. Los sujetos disciplinables por este título solo responderán de 
las faltas gravísimas aquí descritas; son faltas gravísimas las siguientes conductas: 
(…) 
10. Las consagradas en el numeral 14 del artículo 39; numerales 2, 3, 6 y 7 del artículo 54; numerales 
4, 7 y 10 del artículo 55; numeral 3 del artículo 56; numerales 1, 8, 9, 10 y 11 del artículo 57; numeral 
2 del artículo 60; numeral I del artículo 61; numerales 1, 4, 5, 6 y 8 del artí-culo 62, cuando resulten 
compatibles con la función, servicio o labor.» 

 
Ley 1474 de 2011 «Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de 
prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión 
pública», determina: 
 

«Artículo 82. Responsabilidad de los interventores. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 80 de 1993, el 
cual quedará así:  
(…) 
Por su parte, los interventores responderán civil, fiscal, penal y disciplinariamente, tanto por el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de interventoría, como por los hechos u 
omisiones que les sean imputables y causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la 
celebración y ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las funciones 
de interventoría. 
(…)» 
 
«Artículo 84. Facultades y deberes de los supervisores y los interventores. La supervisión e interventoría 
contractual implica el seguimiento al ejercicio del cumplimiento obligacional por la entidad contratante 
sobre las obligaciones a cargo del contratista.  
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Los interventores y supervisores están facultados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones 
sobre el desarrollo de la ejecución contractual, y serán responsables por mantener informada a la 
entidad contratante de los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción 
tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del 
contrato, o cuando tal incumplimiento se presente. 
(…) 
Parágrafo 3°. El interventor que no haya informado oportunamente a la Entidad de un posible 
incumplimiento del contrato vigilado o principal, parcial o total, de alguna de las obligaciones a cargo 
del contratista, será solidariamente responsable con este de los perjuicios que se ocasionen con el 
incumplimiento por los daños que le sean imputables al interventor.  
 
Cuando el ordenador del gasto sea informado oportunamente de los posibles incumplimientos de un 
contratista y no lo conmine al cumplimiento de lo pactado o adopte las medidas necesarias para 
salvaguardar el interés general y los recursos públicos involucrados, será responsable solidariamente 
con este, de los perjuicios que se ocasionen.» 

 
El inciso segundo del parágrafo 1º del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, establece una conducta 
disciplinable para los servidores públicos referente al cumplimiento en los pagos de los aportes al 
SSSI por parte de los contratistas: 
 

«El servidor público que sin justa causa no verifique el pago de los aportes a que se refiere el presente 
artículo, incurrirá en causal de mala conducta, que será sancionada con arreglo al régimen disciplinario 
vigente.» 

 
6. Conclusiones 

 
De conformidad con la normatividad, jurisprudencia y conceptualización anotada anteriormente, la 
AGR concluye lo siguiente: 

 
i) El control fiscal a los contratos estatales se efectúa en tres momentos: 1) Una vez legalizado 

el contrato, es decir, una vez suscrito; 2) A las cuentas correspondientes a cada uno de los 
pagos efectuados; y 3) Una vez terminado el contrato, es decir, una vez ejecutado. 
 

ii) Los contratistas del Estado están obligados al pago de los aportes al Sistema de Seguridad 
Social Integral – SSSI en la proporción que establece la normatividad: según el tipo de 
contrato (prestación de servicios o diferentes a estos) y el tipo de contratista, 
encontrándose que en general estos aportes se establecen sobre una base del 40% del 
valor mensual del contrato una vez descontando el IVA, pudiendo en algunos casos 
descontar igualmente los costos de ejecución.  

 
iii) El hallazgo de auditoría con connotación disciplinaria se refiere a aquel hecho encontrado 

en el ejercicio de vigilancia fiscal, que conlleva presuntamente una conducta tipificada 
como falta disciplinaria en la normatividad respectiva, lo cual se determina de manera 
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preliminar por el auditor encargado y es validada en mesa de trabajo por el equipo auditor. 
 

iv) El contratista del Estado es responsable civil y penalmente por los hechos y conductas 
realizadas en el desarrollo del proceso contractual; así como también es responsable 
disciplinariamente cuando el ejercicio del objeto contractual comporte funciones públicas. 

 
v) El servidor público se enfrenta a una responsabilidad disciplinaria cuando incumple sus 

deberes, extralimita sus derechos, realiza conductas tipificadas como faltas disciplinarias, 
o viola el régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de 
intereses. 

 
vi) Uno de los deberes de los servidores públicos es el denunciar ante la autoridad 

competente los hechos o conductas que presuntamente comporten hechos punibles 
(delitos), contravenciones, faltas disciplinarias, o faltas administrativas, de las cuales haya 
tenido conocimiento en el ejercicio de sus funciones. 

 
En los anteriores términos consideramos atendidas sus inquietudes, esperando haber dado claridad 
sobre las mismas, anotando que el presente concepto se emite en los términos del artículo 28 de la 
Ley 1437 de 2011 (CPACA) sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015 «Por medio de la cual 
se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo», con carácter orientador tal como lo determina 
la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo de Consejo de Estado en Auto del 19 
de mayo de 2016 dentro del expediente radicado 20392 - 25000-23-37-000-2012-00320-01: 
 

«(...) el artículo 253 del Decreto 01 de 1984 (hoy regulado en términos similares por el artículo 28 de la 
Ley 1437 de 2011) prevé la consulta como una forma de ejercer el derecho de petición. La respuesta 
que da la administración se llama concepto y, en general, nace de la obligación de atender solicitudes 
de información sobre las materias que tiene a cargo. Los conceptos sirven para orientar a los asociados 
sobre alguna cuestión que puede afectarlos. Pero eso no indica que siempre se trate de una 
manifestación unilateral de voluntad y, por ende, capaz de producir algún efecto jurídico general y 
abstracto. De hecho, los conceptos que emite la administración en relación con las materias que 
tienen a cargo no comprometen su responsabilidad ‘ni serán de obligatorio cumplimiento o 
ejecución’» (Negrilla fuera de texto) 

 

Los conceptos emitidos por la Oficina Jurídica de la Auditoría General de la República relacionados 
en el presente concepto pueden ser consultarlos en el siguiente enlace: 
http://www.auditoria.gov.co/web/guest/auditoria/normatividad/conceptos-juridicos 
 
Para este Despacho es importante conocer la percepción sobre la atención brindada, para lo cual, 
adjunto a la presente encontrará un formato de encuesta para que lo diligencie y nos lo remita a la 
dirección de correspondencia Calle 26 Nro. 69-76 Piso 17, Edificio Elemento, Torre 4 de Bogotá o a 
los correos electrónicos jurídica@auditoria.gov.co y fljimenez@auditoria.gov.co. Si para usted 
resulta más cómodo, también puede diligenciarla de manera virtual a través de nuestra página web 
www.auditoria.gov.co ingresando por el botón SIA, seleccionar la opción SIA ATC ATENCIÓN AL 
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CIUDADANO, luego, seleccionar el botón Encuesta de Satisfacción e ingrese los dígitos del código 
SIA-ATC que aparecen en la referencia de la presente comunicación y la contraseña 504e33d7. 
También puede consultar su solicitud en el botón Consultar Solicitud ingresando igualmente el 
mismo código SIA-ATC y contraseña. 
 
Atentamente, 
 
 
 
PABLO ANDRÉS OLARTE HUGUET 
Director Oficina Jurídica 
 
Anexo: Formato encuesta de satisfacción 
 
  Nombre y Apellido Firma  Fecha 

Proyectado por: Fabio Luis Jiménez Castro   24/03/2023 

Revisado por: Pablo Andrés Olarte Huguet   24/03/2023 

Aprobado por: Pablo Andrés Olarte Huguet   24/03/2023 

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas y disposiciones legales 
vigentes y por lo tanto, bajo nuestra responsabilidad lo presentamos para la firma. 
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